
TEMA 66
La evitación del proceso: 

conciliación previa y reclamación 
administrativa previa

El proceso ordinario: demanda, 
conciliación y juicio

Recursos: de suplicación y de 
casación para la unificación de 

doctrina; disposiciones comunes 
a ambos recursos

REFERENCIAS LEGISLATIVAS

Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, cuya última 
modificación se ha producido por Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas

EL Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores
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1. LA EVITACIÓN DEL PROCESO: CONCILIACIÓN PREVIA, 
AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA Y RECLAMA-
CIÓN ADMINISTRATIVA PREVIA

IMPORTANTE

EL Real Decreto Legis-
lativo 2/2015, de 23 de 
octubre, por el que se 
aprueba el texto refundi-
do de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores en su 
disposición derogatoria 
única deroga el antiguo 
Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, 
por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Traba-
jadores.

El legislador no ha modi-
ficado la LRJS, los artícu-
los del Estatuto de traba-
jadores a los que aquella 
haga alusión deberán 
entenderse referido a los 
concordantes del nuevo  
RDL 2/2015.

1.1. CONCILIACIÓN PREVIA
En la vigente LRJS de 10 de octubre de 2011, es de destacar que junto 
a la tradicional regulación de la conciliación previa, se introducen tam-
bién en el Cap. I del Tít. V del Lib. I, la referencia a la mediación; al tiem-
po que se distinguen dos supuestos: el de la conciliación o mediación 
ante el servicio administrativo correspondiente y el arbitraje ante el 
órgano que pueda constituirse mediante acuerdos interprofesionales 
o convenios colectivos, con idénticos efectos en ambos casos.

A. Carácter preceptivo de la conciliación o media-
ción previas (art. 63 LRJS)

Será requisito previo para la tramitación del proceso el intento de 
conciliación o, en su caso, de mediación ante el servicio administra-
tivo correspondiente o ante el órgano que asuma estas funciones 
que podrá constituirse:

- Mediante los acuerdos interprofesionales o los convenios 
colectivos a los que se refiere el art. 83 del Estatuto de los 
Trabajadores.

- Mediante los acuerdos de interés profesional a los que se 
refieren los art.13 y 18.1 de la Ley del Estatuto del trabajo 
autónomo (a propósito de los trabajadores autónomos eco-
nómicamente dependientes).

ATENCIÓN

Será requisito previo 
para la tramitación del 
proceso el intento de 
conciliación o, en su 
caso, de mediación ante 
el servicio administrativo 
correspondiente o ante 
el órgano que asuma es-
tas funciones

B. Excepciones a la conciliación o mediación pre-
vias (art. 64 LRJS)

Se exceptúan del requisito del intento de conciliación o, en su caso, 
de mediación los procesos que exijan el agotamiento de la vía ad-
ministrativa, en su caso, los que versen sobre Seguridad Social, los 
relativos a la impugnación del despido colectivo por los represen-
tantes de los trabajadores, disfrute de vacaciones y a materia elec-
toral, movilidad geográfica, modificación sustancial de las condi-
ciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada 
por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o 
derivadas de fuerza mayor, derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral a los 
que se refiere el artículo 139, los iniciados de oficio, los de impugnación de convenios colectivos, 
los de impugnación de los estatutos de los sindicatos o de su modificación, los de tutela de los 
derechos fundamentales y libertades públicas, los procesos de anulación de laudos arbitrales, 
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los de impugnación de acuerdos de conciliaciones, de mediaciones y de transacciones, así como 
aquellos en que se ejerciten acciones laborales de protección contra la violencia de género.

Igualmente, quedan exceptuados:

a) Aquellos procesos en los que siendo parte demandada el Estado u otro ente público tam-
bién lo fueren personas privadas, siempre que la pretensión hubiera de someterse al ago-
tamiento de la vía administrativa y en ésta pudiera decidirse el asunto litigioso.

b) Los supuestos en que, en cualquier momento del proceso, después de haber dirigido la 
papeleta o la demanda contra personas determinadas, fuera necesario dirigir o ampliar la 
misma frente a personas distintas de las inicialmente demandadas.

Cuando por la naturaleza de la pretensión ejercitada pudiera tener eficacia jurídica el acuerdo 
de conciliación o de mediación que pudiera alcanzarse, aun estando exceptuado el proceso del 
referido requisito del intento previo, si las partes acuden en tiempo oportuno voluntariamente y 
de común acuerdo a tales vías previas, se suspenderán los plazos de caducidad o se interrumpi-
rán los de prescripción en la forma establecida en el artículo siguiente.

C. Efectos de la solicitud de conciliación o de mediación previa. Los lau-
dos arbitrales (art. 65 LRJS)

IMPORTANTE

La presentación de la 
solicitud de conciliación 
o de mediación suspen-
derá los plazos de cadu-
cidad e interrumpirá los 
de prescripción.

La presentación de la solicitud de conciliación o de mediación 
suspenderá los plazos de caducidad e interrumpirá los de pres-
cripción.

El cómputo de la caducidad se reanudará al día siguiente de inten-
tada la conciliación o mediación o transcurridos 15 días hábiles, ex-
cluyendo del cómputo los sábados, desde su presentación sin que 
se haya celebrado.

En todo caso, transcurridos 30 días, computados en la forma ante-
rior, sin haberse celebrado el acto de conciliación o sin haberse ini-
ciado mediación o alcanzado acuerdo en la misma se tendrá por terminado el procedimiento y 
cumplido el trámite.

También se suspenderán los plazos de caducidad y se interrumpirán los de prescripción por la 
suscripción de un compromiso arbitral, celebrado en virtud de los acuerdos interprofesionales 
y los convenios colectivos a que se refiere el art. 83 del Texto Refundido de la Ley del ET o de los 
derivados de los acuerdos de interés profesional conforme al art. 18.4 de la Ley del Estatuto del 
trabajo autónomo.

En estos casos el cómputo de la caducidad se reanudará al día siguiente de que adquiera firmeza 
el laudo arbitral; de interponerse un recurso judicial de anulación del laudo, la reanudación ten-
drá lugar desde el día siguiente a la firmeza de la sentencia que se dicte.

Igual efecto se producirá aun cuando en el procedimiento arbitral se apreciase la incompetencia, 
reanudándose el cómputo de la caducidad desde la firmeza de la resolución que pusiera fin al 
arbitraje.

Las acciones de impugnación y recursos judiciales de anulación de laudos arbitrales cuyo cono-
cimiento corresponda al orden social, cuando no tengan establecido un procedimiento especial, 
incluidos los laudos arbitrales establecidos por acuerdos de interés profesional de los trabajado-
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res autónomos económicamente dependientes, se sustanciarán, a instancia de los interesados, 
por los trámites del procedimiento ordinario, ante el juzgado o tribunal al que hubiera corres-
pondido el conocimiento del asunto sometido a arbitraje, con fundamento en exceso sobre el 
arbitraje, haber resuelto aspectos no sometidos a él o que no pudieran ser objeto del mismo, 
vicio esencial de procedimiento o infracción de normas imperativas.

La acción caducará en el plazo de 30 días hábiles, excluidos los sábados, domingos y festivos, 
desde la notificación del laudo.

De formularse la impugnación por el FOGASA, en relación con posibles obligaciones de garan-
tía Salarial, o por otros terceros posibles perjudicados, se podrá fundamentar en ilegalidad o 
lesividad y el plazo para el ejercicio de la acción contará desde que pudieran haber conocido la 
existencia del laudo arbitral.

D. Consecuencias de la no asistencia al acto de conciliación o de me-
diación (art. 66 LRJS)

RECUERDA

La asistencia al acto de 
conciliación o de media-
ción es obligatoria para 
los litigantes.

La asistencia al acto de conciliación o de mediación es obligatoria 
para los litigantes.

Cuando estando debidamente citadas las partes para el acto de 
conciliación o de mediación:

- Si no compareciese el solicitante ni alegase justa causa, se 
tendrá por no presentada la papeleta de conciliación o la so-
licitud de mediación, archivándose todo lo actuado.

- Si no compareciera la otra parte, debidamente citada, se hará constar expresamente en 
la certificación del acta de conciliación o de mediación y se tendrá la conciliación o la 
mediación por intentada sin efecto, y el juez o tribunal impondrán las costas del proceso 
a la parte que no hubiere comparecido sin causa justificada, incluidos honorarios, hasta 
el límite de 600 euros, del letrado o graduado social colegiado de la parte contraria que 
hubieren intervenido, si la sentencia que en su día dicte coincidiera esencialmente con la 
pretensión contenida en la papeleta de conciliación o en la solicitud de mediación.

E. Impugnación del acuerdo de conciliación o de mediación (art. 67 LRJS)

El acuerdo de conciliación o de mediación podrá ser impugnado por las partes y por quienes 
pudieran sufrir perjuicio por aquél, ante el juzgado o tribunal al que hubiera correspondido el 
conocimiento del asunto objeto de la conciliación o de la mediación, mediante el ejercicio por 
las partes de la acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos o por los posibles 
perjudicados con fundamento en su ilegalidad o lesividad.

La acción caducará a los 30 días hábiles, excluidos los sábados, domingos y festivos, siguientes a 
aquel en que se adoptó el acuerdo. Para los posibles perjudicados el plazo contará desde que lo 
pudieran haber conocido.
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F. Ejecutividad del acuerdo de conciliación o de mediación y de los 
laudos arbitrales firmes (art. 68 LRJS)

RECUERDA

Lo acordado en conci-
liación o en mediación 
constituirá título para 
iniciar acciones ejecuti-
vas sin necesidad de ra-
tificación ante el juez o 
tribunal, y podrá llevarse 
a efecto por los trámites 
previstos en la ejecución 
de sentencias.

Lo acordado en conciliación o en mediación constituirá título para 
iniciar acciones ejecutivas sin necesidad de ratificación ante el juez 
o tribunal, y podrá llevarse a efecto por los trámites previstos en el 
Libro Cuarto de esta Ley.

Se entenderán equiparados a las sentencias firmes a efectos de eje-
cución definitiva:

- Los laudos arbitrales igualmente firmes, individuales o colec-
tivos, dictados por el órgano que pueda constituirse median-
te los acuerdos interprofesionales y los convenios colectivos 
a que se refiere el art. 83 ET.

- Los laudos arbitrales establecidos por acuerdos de interés 
profesional de los trabajadores autónomos económicamen-
te dependientes conforme al art. 18.4 de la Ley del Estatuto del trabajo autónomo.

- Así como los laudos recaídos en materia electoral, los que pongan fin a la huelga o a conflic-
tos colectivos u otros cuyo conocimiento corresponda al orden social, exclusivamente en los 
concretos pronunciamientos de condena que por su naturaleza sean susceptibles de dicha 
ejecución y salvo los pronunciamientos que tengan eficacia normativa o interpretativa.

1.2. AGOTAMIENTO DE LA VÍA ADMINISTRATIVA PREVIA Y RECLA-
MACIONES PREVIAS

A. Agotamiento de la vía administrativa previa en la vía judicial social

Para poder demandar al Estado, Comunidades Autónomas, entidades locales o entidades de De-
recho público con personalidad jurídica propia vinculadas o dependientes de los mismos será 
requisito necesario haber agotado la vía administrativa, cuando así proceda, de acuerdo con lo 
establecido en la normativa de procedimiento administrativo aplicable.

En todo caso, la Administración pública deberá notificar a los interesados las resoluciones y actos 
administrativos que afecten a sus derechos e intereses, conteniendo la notificación el texto ínte-
gro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa, la expresión 
de los recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para inter-
ponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que 
estimen procedente.

Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno de los demás re-
quisitos previstos en el párrafo anterior mantendrán suspendidos los plazos de caducidad e inte-
rrumpidos los de prescripción y únicamente surtirán efecto a partir de la fecha en que el intere-
sado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución 
o acto objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda.
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Desde que se deba entender agotada la vía administrativa el interesado podrá formalizar la 
demanda en el plazo de dos meses ante el juzgado o la Sala competente. A la demanda se 
acompañará copia de la resolución denegatoria o documento acreditativo de la interposición 
o resolución del recurso administrativo, según proceda, uniendo copia de todo ello para la 
entidad demandada.

En las acciones derivadas de despido y demás acciones sujetas a plazo de caducidad, el plazo de 
interposición de la demanda será de veinte días hábiles o el especial que sea aplicable, contados 
a partir del día siguiente a aquél en que se hubiera producido el acto o la notificación de la resolu-
ción impugnada, o desde que se deba entender agotada la vía administrativa en los demás casos.

Excepciones al agotamiento de la vía administrativa (art. 70)

No será necesario agotar la vía administrativa para interponer demanda de tutela de derechos 
fundamentales y libertades públicas frente a actos de las Administraciones públicas en el ejer-
cicio de sus potestades en materia laboral y sindical, si bien el plazo para la interposición de 
la demanda será de veinte días desde el día siguiente a la notificación del acto o al transcurso 
del plazo fijado para la resolución, sin más trámites; cuando la lesión del derecho fundamental 
tuviera su origen en la inactividad administrativa o en actuación en vías de hecho, o se hubiera 
interpuesto potestativamente un recurso administrativo, el plazo de veinte días se iniciará trans-
curridos veinte días desde la reclamación contra la inactividad o vía de hecho, o desde la presen-
tación del recurso, respectivamente.

B. Reclamación administrativa previa en materia de prestaciones de 
Seguridad Social (art. 71 LRJS)

a. Supuestos ATENCIÓN

Será requisito necesario 
para formular demanda 
en materia de prestacio-
nes de Seguridad Social, 
que los interesados in-
terpongan reclamación 
previa ante la Entidad 
gestora de las mismas.

Será requisito necesario para formular demanda en materia de 
prestaciones de Seguridad Social, que los interesados interpongan 
reclamación previa ante la Entidad gestora de las mismas. Se ex-
ceptúan los procedimientos de impugnación de las resoluciones 
administrativas expresas en las que se acuerda el alta médica emi-
tidas por los órganos competentes de las Entidades gestoras de la 
Seguridad Social al agotarse el plazo de duración de 365 cinco días 
de la prestación de incapacidad temporal.

b. Plazos para pedir la reclamación previa ante la Seguridad Social

La reclamación previa deberá interponerse ante el órgano competente que haya dictado resolu-
ción sobre la solicitud inicial del interesado, en el plazo de 30 días desde la notificación de la mis-
ma, si es expresa, o desde la fecha en que, conforme a la normativa reguladora del procedimiento 
de que se trate, deba entenderse producido el silencio administrativo.

En los procedimientos de impugnación de altas médicas no exentos de reclamación previa la 
reclamación previa se interpondrá en el plazo de 11 días desde la notificación de la resolución.
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RECUERDA

La reclamación previa de-
berá interponerse ante el 
órgano competente que 
haya dictado resolución 
sobre la solicitud inicial 
del interesado, en el plazo 
de treinta días desde la 
notificación de la misma, 
si es expresa, o desde la 
fecha en que, conforme 
a la normativa reguladora 
del procedimiento de que 
se trate, deba entenderse 
producido el silencio ad-
ministrativo.

Si la resolución, expresa o presunta, hubiera sido dictada por una 
entidad colaboradora, se interpondrá, en el mismo plazo, ante la 
propia entidad colaboradora si tuviera atribuida la competencia 
para resolver, o en otro caso ante el órgano correspondiente de la 
Entidad gestora u organismo público gestor de la prestación.

c. Supuestos equiparados

Cuando en el reconocimiento inicial o la modificación de un acto 
o derecho en materia de Seguridad Social, la Entidad correspon-
diente esté obligada a proceder de oficio, en el caso de que no se 
produzca acuerdo o resolución, el interesado podrá solicitar que se 
dicte, teniendo esta solicitud valor de reclamación previa. Del mis-
mo modo podrá reiterarse la reclamación previa de haber caducado 
la anterior, en tanto no haya prescrito el derecho y sin perjuicio de 
los efectos retroactivos que proceda dar a la misma.

d. Contestación a la reclamación previa

Formulada reclamación previa, la Entidad deberá contestar expresamente a la misma en el plazo 
de 45 días. En caso contrario se entenderá denegada la reclamación por silencio administrativo.

En los procedimientos de impugnación de altas médicas en los que deba interponerse reclama-
ción previa, el plazo para la contestación de la misma será de 7 días, entendiéndose desestimada 
una vez transcurrido dicho plazo.

e. Demanda y plazos

La demanda habrá de formularse en el plazo de 30 días, a contar desde la fecha en que se noti-
fique la denegación de la reclamación previa o desde el día en que se entienda denegada por 
silencio administrativo.

En los procesos de impugnación de altas médicas el plazo anterior será de 20 días, que cuando 
no sea exigible reclamación previa se computará desde la adquisición de plenos efectos del alta 
médica o desde la notificación del alta definitiva acordada por la Entidad gestora.

f. Documentación

Las entidades u organismos gestores de la Seguridad Social expedirán recibo de presentación 
o sellarán debidamente, con indicación de la fecha, las copias de las reclamaciones que se les 
dirijan. Este recibo o copia sellada, o el justificante de presentación por los procedimientos y 
registros alternativos que estén establecidos por la normativa administrativa aplicable, deberán 
acompañarse inexcusablemente con la demanda.
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C. Vinculación respecto a la reclamación administrativa previa en materia 
de prestaciones de Seguridad Social o vía administrativa previa (art. 72)

En el proceso no podrán introducir las partes variaciones sustanciales de tiempo, cantidades o 
conceptos respecto de los que fueran objeto del procedimiento administrativo y de las actuacio-
nes de los interesados o de la Administración, bien en fase de reclamación previa en materia de 
prestaciones de Seguridad Social o de recurso que agote la vía administrativa, salvo en cuanto a 
los hechos nuevos o que no hubieran podido conocerse con anterioridad.

D. Efectos de la reclamación administrativa previa o de la vía adminis-
trativa (art. 73)
La reclamación previa en materia de prestaciones de Seguridad Social interrumpirá los plazos de 
prescripción y suspenderá los de caducidad, reanudándose estos últimos al día siguiente al de 
la notificación de la resolución o del transcurso del plazo en que deba entenderse desestimada.

2. EL PROCESO ORDINARIO: DEMANDA, CONCILIACIÓN Y JUICIO

Capítulo II del Tit. I del Libro II LRJS: “Del proceso ordinario”

- Sección 1ª. Demanda (arts. 80 a 82)

- Sección 2ª. Conciliación y juicio (arts. 83 a 89)

2.1. DEMANDA

A. Forma y contenido de la demanda

TOMA NOTA

La demanda se formula-
rá por escrito, pudiendo 
utilizar los formularios y 
procedimientos facilita-
dos al efecto en la oficina 
judicial  donde  deba pre-
sentarse.

La demanda se formulará por escrito, pudiendo utilizar los formula-
rios y procedimientos facilitados al efecto en la oficina judicial don-
de deba presentarse, y habrá de contener los siguientes requisitos 
generales:

a) La designación del órgano ante quien se presente, así como 
la expresión de la modalidad procesal a través de la cual en-
tienda que deba enjuiciarse su pretensión.

b) La designación del demandante, en los términos del art. 16 
de esta Ley, con expresión del número del DNI o del nº y tipo de documento de identifica-
ción de los ciudadanos extranjeros, y de aquellos otros interesados que deban ser llama-
dos al proceso y sus domicilios, indicando el nombre y apellidos de las personas físicas y la 
denominación social de las personas jurídicas. Si la demanda se dirigiese contra una masa 
patrimonial, patrimonio separado, entidad o grupo carente de personalidad, además de 
identificarlos suficientemente, habrá de hacerse constar el nombre y apellidos de quienes 
aparezcan como administradores, organizadores, directores, gestores, socios o partícipes, 
y sus domicilios, sin perjuicio de las responsabilidades legales de la masa patrimonial, en-
tidad o grupo y de sus gestores e integrantes.
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c) La enumeración clara y concreta de los hechos sobre los que verse la pretensión y de to-
dos aquellos que, según la legislación sustantiva, resulten imprescindibles para resolver 
las cuestiones planteadas. En ningún caso podrán alegarse hechos distintos de los adu-
cidos en conciliación o mediación ni introducirse respecto de la vía administrativa previa 
variaciones sustanciales en los términos prevenidos en el artículo 72, salvo los hechos 
nuevos o que no hubieran podido conocerse con anterioridad.

d) La súplica correspondiente, en los términos adecuados al contenido de la pretensión ejer-
citada.

e) Si el demandante litigase por sí mismo, designará un domicilio, de ser posible en la localidad 
donde resida el juzgado o tribunal, en el que se practicarán todas las diligencias que hayan de 
entenderse con él. La designación deberá efectuarse con indicación completa de todos los 
datos de identificación del domicilio facilitado, así como nº de fax, teléf. y dirección electrónica 
si dispone de ellos, para la práctica de toda clase de comunicaciones por dichos medios. Si de-
signa letrado, graduado social colegiado o procurador deberá ir suscrita por el profesional, que 
se entenderá asume su representación con plenas facultades procesales y facilitará los mismos 
datos anteriores, sin perjuicio de la ratificación posterior en juicio del demandante salvo que 
con anterioridad otorgue poder en forma, por alguno de los medios admitidos en derecho o 
que, con posterioridad, se efectúe revocación o renuncia comunicada de forma efectiva.

f ) Fecha y firma.

De la demanda y documentos que la acompañen se presentarán por el actor tantas copias como 
demandados y demás interesados en el proceso haya, así como para el Ministerio Fiscal, en los 
casos en que legalmente deba intervenir, así como de los demás documentos requeridos según 
la modalidad procesal aplicable.

A la demanda se acompañará la documentación justificativa de haber intentado la previa con-
ciliación o mediación, o de haber transcurrido el plazo exigible para su realización sin que se 
hubiesen celebrado, o del agotamiento de la vía administrativa, cuando proceda, o alegación 
de no ser necesarias éstas, así como los restantes documentos de aportación preceptiva con la 
demanda según la modalidad procesal aplicable.

B. Admisión de la demanda
El Letrado de la Administración de Justicia, dentro de los 3 días siguientes a la recepción de la de-
manda, dará cuenta al juez o tribunal, si entendiera que concurren los supuestos de falta de jurisdic-
ción o competencia o, en otro caso, sin perjuicio de los procedimientos de señalamiento inmediato 
que puedan establecerse, resolverá sobre la admisión a trámite de aquélla, con señalamiento de jui-
cio en la forma prevista en el artículo siguiente, o advertirá a la parte de los defectos u omisiones en 
que haya incurrido al redactar la demanda en relación con los presupuestos procesales necesarios 
que pudieran impedir la válida prosecución y término del proceso, así como en relación con los do-
cumentos de preceptiva aportación con la misma, salvo lo dispuesto en el apartado 3 de este mismo 
artículo para la conciliación o mediación previa, a fin de que los subsane dentro del plazo de 4 días.

Realizada la subsanación, el Letrado de la Administración de Justicia dentro de los 3 días siguien-
tes admitirá la demanda. En otro caso, dará cuenta al juez o tribunal para que por el mismo se 
resuelva, dentro de los tres días siguientes, sobre su admisibilidad.

Si a la demanda no se acompañara certificación del acto de conciliación o mediación previa, o de la pa-
peleta de conciliación o de la solicitud de mediación, de no haberse celebrado en plazo legal, el Letrado 
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de la Administración de Justicia, sin perjuicio de resolver sobre la admisión y proceder al señalamiento, 
advertirá al demandante que ha de acreditar la celebración o el intento del expresado acto en el plazo 
de 15 días, contados a partir del día siguiente a la recepción de la notificación, con apercibimiento de 
archivo de las actuaciones en caso contrario, quedando sin efecto el señalamiento efectuado.

Si la demanda fuera admisible, o una vez subsanada la misma, y en ella se solicitasen diligencias 
de preparación de la prueba a practicar en juicio, así como en los casos de solicitud posterior 
dentro del plazo legal de tales diligencias o de cualquier otra diligencia de anticipación o asegu-
ramiento de la prueba, se dará cuenta al juez o tribunal para que resuelva lo procedente, dentro 
de los 3 días siguientes, debiendo notificarse la resolución correspondiente junto con la admi-
sión a trámite de la demanda y la notificación del señalamiento.

C. Señalamiento de los actos de conciliación y juicio

ATENCIÓN

De ser admitida la de-
manda, una vez verifica-
da la concurrencia de los 
requisitos exigidos, en la 
misma resolución de ad-
misión a trámite el Letra-
do de la Administración 
de Justicia señalará el día 
y la hora en que hayan 
de tener lugar sucesiva-
mente los actos de con-
ciliación y juicio, debien-
do mediar un mínimo de 
diez días entre la citación 
y la efectiva celebración 
de dichos actos, salvo en 
los supuestos en que la 
Ley disponga otro distin-
to y en los supuestos de 
nuevo señalamiento des-
pués de una suspensión.

De ser admitida la demanda, una vez verificada la concurrencia de 
los requisitos exigidos, en la misma resolución de admisión a trá-
mite el Letrado de la Administración de Justicia señalará el día y la 
hora en que hayan de tener lugar sucesivamente los actos de conci-
liación y juicio, debiendo mediar un mínimo de 10 días entre la cita-
ción y la efectiva celebración de dichos actos, salvo en los supuestos 
en que la Ley disponga otro distinto y en los supuestos de nuevo 
señalamiento después de una suspensión.

En el señalamiento de las vistas y juicios el Letrado de la Adminis-
tración de Justicia atenderá a los criterios establecidos en el artí-
culo 182 de la LEC y procurará, en la medida de lo posible, señalar 
en un mismo día los que se refieran a los mismos interesados y no 
puedan ser acumulados, así como relacionar los señalamientos de 
los procesos en los que se deba intentar la conciliación previa por 
parte del Letrado de la Administración de Justicia con los exentos 
de dicho trámite. En especial, las audiencias y vistas que requieran 
la presencia del representante del Ministerio Fiscal, abogado del Es-
tado, letrados de las Cortes Generales, letrados de la Administración 
de la Seguridad Social, de las CC.AA. o de la Administración Local, 
serán agrupadas, señalándose de forma consecutiva.

La celebración de los actos de conciliación y juicio, el 1º ante el Letrado 
de la Administración de Justicia y el 2º ante el juez o Magistrado, ten-
drá lugar en única convocatoria pero en sucesivos actos, debiendo hacerse a este efecto la citación 
en forma, con entrega a los demandados, a los interesados y, en su caso, al Ministerio Fiscal, de copia 
de la demanda y demás documentos; así como requiriendo de la Administración pública la remisión 
del expediente administrativo, cuando proceda, dentro de los 10 días siguientes a la notificación.

En las cédulas de citación se hará constar que los actos de conciliación y juicio no podrán suspen-
derse por incomparecencia del demandado, así como que los litigantes han de concurrir al juicio 
con todos los medios de prueba de que intenten valerse y que podrán formalizar conciliación en 
evitación del juicio, por medio de comparecencia ante la oficina judicial, sin esperar a la fecha del 
señalamiento, así como someter la cuestión a los procedimientos de mediación que pudieran es-
tar constituidos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 63 de esta Ley, adoptando las medidas 
oportunas a tal fin, sin que ello dé lugar a la suspensión, salvo que de común acuerdo lo soliciten 
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ambas partes, justificando la sumisión a la mediación, y por el tiempo máximo establecido en el 
procedimiento correspondiente, que en todo caso no podrá exceder de 15 días.

De oficio o a petición de parte, podrá requerirse el previo traslado entre las partes o la aportación 
anticipada, en soporte preferiblemente informático, con 5 días de antelación al acto de juicio, de 
la prueba documental o pericial que, por su volumen o complejidad, sea conveniente posibilitar 
su examen previo al momento de la práctica de la prueba.

Cuando la representación y defensa en juicio sea atribuida al abogado del Estado, se le concede-
rá un plazo de 22 días para la consulta a la Abogacía General del Estado–Dirección del Servicio 
Jurídico del Estado. Cuando la representación y defensa en juicio sea atribuida al letrado de la 
Administración de la Seguridad Social, se le concederá igualmente un plazo de veintidós días 
para la consulta a la Dirección del Servicio Jurídico de la Administración de la Seguridad Social. 
Este mismo plazo se entenderá, respecto de las CCAA, para consulta al organismo que establezca 
su legislación propia, así como cuando la representación y presencia en juicio sea atribuida al 
letrado de las Cortes Generales. El señalamiento del juicio se hará de modo que tenga lugar en 
fecha posterior al indicado plazo.

2.2. CONCILIACIÓN Y JUICIO

A. Suspensión de los actos de conciliación y juicio
Sólo a petición de ambas partes o por motivos justificados, acreditados ante el Letrado de la 
Administración de Justicia, podrá éste suspender, por una sola vez, los actos de conciliación y 
juicio, señalándose nuevamente dentro de los 10 días siguientes a la fecha de la suspensión. Ex-
cepcionalmente y por circunstancias trascendentes adecuadamente probadas, podrá acordarse 
una segunda suspensión.

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
Artículo 188 Suspensión de las vistas
1. La celebración de las vistas en el día señalado sólo podrá suspenderse, en los siguientes supuestos: 

[…]

6.º Por tener el abogado defensor dos señalamientos de vista para el mismo día en distintos Tribunales, 
resultando imposible, por el horario fijado, su asistencia a ambos, siempre que acredite suficiente-
mente que, al amparo del artículo 183, intentó, sin resultado, un nuevo señalamiento que evitara la 
coincidencia.

 En este caso, tendrá preferencia la vista relativa a causa criminal con preso y, en defecto de esta 
actuación, la del señalamiento más antiguo, y si los dos señalamientos fuesen de la misma fecha, se 
suspenderá la vista correspondiente al procedimiento más moderno.

 No se acordará la suspensión de la vista si la comunicación de la solicitud para que aquélla se acuer-
de se produce con más de tres días de retraso desde la notificación del señalamiento que se reciba 
en segundo lugar. A estos efectos deberá acompañarse con la solicitud copia de la notificación del 
citado señalamiento.

 Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación a las vistas relativas a causa criminal con 
preso, sin perjuicio de la responsabilidad en que se hubiere podido incurrir.

 […]

En caso de coincidencia de señalamientos, de no ser posible la sustitución dentro de la misma 
representación o defensa, una vez justificados los requisitos del ordinal 6º del art. 188.1 de la LEC, 
previa comunicación por el solicitante a los demás profesionales siempre que consten sus datos 
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en el procedimiento, se procurará, ante todo, acomodar el señalamiento dentro de la misma fe-
cha y, en su defecto, habilitar nuevo señalamiento, adoptando las medidas necesarias para evitar 
nuevas coincidencias.

Si el actor, citado en forma, no compareciese ni alegase justa causa que motive la suspensión del 
acto de conciliación o del juicio, el Letrado de la Administración de Justicia en el 1er caso y el juez 
o tribunal en el 2º, le tendrán por desistido de su demanda.

La incomparecencia injustificada del demandado no impedirá la celebración de los actos de con-
ciliación y juicio, continuando éste sin necesidad de declarar su rebeldía.

B. Conciliación

El Letrado de la Administración de Justicia intentará la conciliación, llevando a cabo la labor me-
diadora que le es propia, y advertirá a las partes de los derechos y obligaciones que pudieran 
corresponderles. Si las partes alcanzan la avenencia, dictará Decreto aprobándola y acordando, 
además, el archivo de las actuaciones. Del mismo modo, corresponderá al Letrado de la Admi-
nistración de Justicia la aprobación del acuerdo alcanzado por las partes antes del día señalado 
para los actos de conciliación y juicio. La conciliación y la resolución aprobatoria, oral o escrita, se 
documentarán en la propia acta de comparecencia.

La conciliación alcanzada ante el Letrado de la Administración de Justicia y los acuerdos logrados 
entre las partes aprobados por aquél tendrán, a todos los efectos legales, la consideración de 
conciliación judicial.

Si el Letrado de la Administración de Justicia estimare que lo convenido es constitutivo de lesión 
grave para alguna de las partes o para terceros, de fraude de ley o de abuso de derecho o contra-
rio al interés público, no aprobará el acuerdo, advirtiendo a las partes que deben comparecer a 
presencia judicial para la celebración del acto del juicio.

En caso de no haber avenencia ante el Letrado de la Administración de Justicia y procederse 
a la celebración del juicio, la aprobación del acuerdo conciliatorio que, en su caso, alcanzasen 
las partes en dicho momento corresponderá al juez o tribunal ante el que se hubiere obtenido 
mediante resolución oral o escrita documentada en el propio acuerdo. Sólo cabrá nueva inter-
vención del Letrado de la Administración de Justicia aprobando un acuerdo entre las partes si el 
acto del juicio se llegase a suspender por cualquier causa.

Del acto de conciliación se extenderá la correspondiente acta.

La conciliación y los acuerdos entre las partes aprobados por el Letrado de la Administración de 
Justicia o, en su caso, por el juez o tribunal se llevarán a efecto por los trámites de la ejecución 
de sentencias.

La acción para impugnar la validez de la conciliación se ejercitará ante el mismo juzgado o tribu-
nal al que hubiera correspondido la demanda, por los trámites y con los recursos establecidos 
en esta Ley. La acción caducará a los treinta días de la fecha de su celebración. Para los terceros 
perjudicados el plazo contará desde que pudieran haber conocido el acuerdo. Las partes podrán 
ejercitar la acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos y la impugnación por los 
posibles terceros perjudicados podrá fundamentarse en ilegalidad o lesividad.
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C. Juicio
RECUERDA

Si no hubiera avenencia 
en conciliación, se pasará 
seguidamente a juicio y se 
dará cuenta de lo actuado.

Si no hubiera avenencia en conciliación, se pasará seguidamente a 
juicio y se dará cuenta de lo actuado.

Con carácter previo se resolverá, motivadamente, en forma oral y 
oídas las partes, sobre las cuestiones previas que se puedan for-
mular en ese acto, así como sobre los recursos u otras incidencias 
pendientes de resolución, sin perjuicio de la ulterior sucinta funda-
mentación en la sentencia, cuando proceda. Igualmente serán oí-
das las partes y, en su caso, se resolverá, motivadamente y en forma oral, lo procedente sobre 
las cuestiones que el juez o tribunal pueda plantear en ese momento sobre su competencia, los 
presupuestos de la demanda o el alcance y límites de la pretensión formulada, respetando las 
garantías procesales de las partes y sin prejuzgar el fondo del asunto.

A continuación, el demandante ratificará o ampliará su demanda, aunque en ningún caso podrá 
hacer en ella variación sustancial.

El demandado contestará afirmando o negando concretamente los hechos de la demanda, y 
alegando cuantas excepciones estime procedentes.

Únicamente podrá formular reconvención cuando la hubiese anunciado en la conciliación previa 
al proceso o en la contestación a la reclamación previa o resolución que agote la vía administra-
tiva, y hubiese expresado en esencia los hechos en que se funda y la petición en que se concreta. 
No se admitirá la reconvención, si el órgano judicial no es competente, si la acción que se ejercita 
ha de ventilarse en modalidad procesal distinta y la acción no fuera acumulable, y cuando no 
exista conexión entre sus pretensiones y las que sean objeto de la demanda principal.

No será necesaria reconvención para alegar compensación de deudas, siempre que sean venci-
das y exigibles y no se formule pretensión de condena reconvencional, y en general cuando el 
demandado esgrima una pretensión que tienda exclusivamente a ser absuelto de la pretensión o 
pretensiones objeto de la demanda principal, siendo suficiente que se alegue en la contestación 
a la demanda. Si la obligación precisa de determinación judicial por no ser líquida con antelación 
al juicio, será necesario expresar concretamente los hechos que fundamenten la excepción y 
la forma de liquidación de la deuda, así como haber anunciado la misma en la conciliación o 
mediación previas, o en la reclamación o resolución que agoten la vía administrativa. Formu-
lada la reconvención, se dará traslado a las demás partes para su contestación en los términos 
establecidos para la demanda. El mismo trámite de traslado se acordará para dar respuesta a las 
excepciones procesales, caso de ser alegadas.

Las partes harán uso de la palabra cuantas veces el juez o tribunal lo estime necesario.

Asimismo, en este acto, las partes podrán alegar cuanto estimen conveniente a efectos de lo dis-
puesto en la letra b) del art. 191.3 (es decir a efectos de probar que la cuestión debatida afecta a 
todos o a un gran número de trabajadores o de beneficiarios de la Seguridad Social), ofreciendo, 
para el momento procesal oportuno, los elementos de juicio necesarios para fundamentar sus 
alegaciones. No será preciso aportar prueba sobre esta concreta cuestión cuando el hecho de 
que el proceso afecta a muchos trabajadores o beneficiarios sea notorio por su propia naturaleza.

Si no se suscitasen cuestiones procesales o si, suscitadas, se hubieran contestado, las partes o sus 
defensores con el tribunal fijarán los hechos sobre los que exista conformidad o disconformidad 
de los litigantes, consignándose en caso necesario en el acta o, en su caso, por diligencia, sucinta 
referencia a aquellos extremos esenciales conformes, a efectos de ulterior recurso. Igualmente 
podrán facilitar las partes unas notas breves de cálculo o resumen de datos numéricos.
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En caso de allanamiento total o parcial será aprobado por el órgano jurisdiccional, oídas las de-
más partes, de no incurrir en renuncia prohibida de derechos, fraude de ley o perjuicio a terceros, 
o ser contrario al interés público, mediante resolución que podrá dictarse en forma oral. Si el 
allanamiento fuese total se dictará sentencia condenatoria de acuerdo con las pretensiones del 
actor. Cuando el allanamiento sea parcial, podrá dictarse auto aprobatorio, que podrá llevarse a 
efecto por los trámites de la ejecución definitiva parcial, siempre que por la naturaleza de las pre-
tensiones objeto de allanamiento, sea posible un pronunciamiento separado que no prejuzgue 
las restantes cuestiones no allanadas, respecto de las cuales continuará el acto de juicio.
El juez o tribunal, una vez practicada la prueba y antes de las conclusiones, salvo que exista opo-
sición de alguna de las partes, podrá suscitar la posibilidad de llegar a un acuerdo y de no alcan-
zarse el mismo en ese momento proseguirá la celebración del juicio.
Debemos tener en cuenta que tras la aprobación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, a partir del 2 de octubre de 
2016, la redacción del art. 85 de la LRJS se ha visto modificada, por lo que reproducimos ahora 
su nueva redacción:
Si no hubiera avenencia en conciliación, se pasará seguidamente a juicio y se dará cuenta de lo 
actuado.
Con carácter previo se resolverá, motivadamente, en forma oral y oídas las partes, sobre las cues-
tiones previas que se puedan formular en ese acto, así como sobre los recursos u otras inciden-
cias pendientes de resolución, sin perjuicio de la ulterior sucinta fundamentación en la sentencia, 
cuando proceda. Igualmente serán oídas las partes y, en su caso, se resolverá, motivadamente y en 
forma oral, lo procedente sobre las cuestiones que el juez o tribunal pueda plantear en ese momen-
to sobre su competencia, los presupuestos de la demanda o el alcance y límites de la pretensión 
formulada, respetando las garantías procesales de las partes y sin prejuzgar el fondo del asunto.
A continuación, el demandante ratificará o ampliará su demanda, aunque en ningún caso podrá 
hacer en ella variación sustancial.
El demandado contestará afirmando o negando concretamente los hechos de la demanda, y 
alegando cuantas excepciones estime procedentes.
Únicamente podrá formular reconvención cuando la hubiese anunciado en la conciliación previa 
al proceso o en la contestación a la reclamación previa en materia de prestaciones de Seguridad 
Social o resolución que agote la vía administrativa, y hubiese expresado en esencia los hechos en 
que se funda y la petición en que se concreta. No se admitirá la reconvención, si el órgano judicial 
no es competente, si la acción que se ejercita ha de ventilarse en modalidad procesal distinta y la 
acción no fuera acumulable, y cuando no exista conexión entre sus pretensiones y las que sean 
objeto de la demanda principal.
No será necesaria reconvención para alegar compensación de deudas, siempre que sean venci-
das y exigibles y no se formule pretensión de condena reconvencional, y en general cuando el 
demandado esgrima una pretensión que tienda exclusivamente a ser absuelto de la pretensión o 
pretensiones objeto de la demanda principal, siendo suficiente que se alegue en la contestación 
a la demanda. Si la obligación precisa de determinación judicial por no ser líquida con antelación 
al juicio, será necesario expresar concretamente los hechos que fundamenten la excepción y la 
forma de liquidación de la deuda, así como haber anunciado la misma en la conciliación o me-
diación previas, o en la reclamación en materia de prestaciones de Seguridad Social o resolución 
que agoten la vía administrativa. Formulada la reconvención, se dará traslado a las demás partes 
para su contestación en los términos establecidos para la demanda. El mismo trámite de traslado 
se acordará para dar respuesta a las excepciones procesales, caso de ser alegadas.
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Las partes harán uso de la palabra cuantas veces el juez o tribunal lo estime necesario.

Asimismo, en este acto, las partes podrán alegar cuanto estimen conveniente a efectos de lo 
dispuesto en la letra b) del apartado 3 del artículo 191, ofreciendo, para el momento procesal 
oportuno, los elementos de juicio necesarios para fundamentar sus alegaciones. No será preciso 
aportar prueba sobre esta concreta cuestión cuando el hecho de que el proceso afecta a muchos 
trabajadores o beneficiarios sea notorio por su propia naturaleza.

Si no se suscitasen cuestiones procesales o si, suscitadas, se hubieran contestado, las partes o sus 
defensores con el tribunal fijarán los hechos sobre los que exista conformidad o disconformidad 
de los litigantes, consignándose en caso necesario en el acta o, en su caso, por diligencia, sucinta 
referencia a aquellos extremos esenciales conformes, a efectos de ulterior recurso. Igualmente 
podrán facilitar las partes unas notas breves de cálculo o resumen de datos numéricos.

En caso de allanamiento total o parcial será aprobado por el órgano jurisdiccional, oídas las de-
más partes, de no incurrir en renuncia prohibida de derechos, fraude de ley o perjuicio a terceros, 
o ser contrario al interés público, mediante resolución que podrá dictarse en forma oral. Si el 
allanamiento fuese total se dictará sentencia condenatoria de acuerdo con las pretensiones del 
actor. Cuando el allanamiento sea parcial, podrá dictarse auto aprobatorio, que podrá llevarse a 
efecto por los trámites de la ejecución definitiva parcial, siempre que por la naturaleza de las pre-
tensiones objeto de allanamiento, sea posible un pronunciamiento separado que no prejuzgue 
las restantes cuestiones no allanadas, respecto de las cuales continuará el acto de juicio.

El juez o tribunal, una vez practicada la prueba y antes de las conclusiones, salvo que exista opo-
sición de alguna de las partes, podrá suscitar la posibilidad de llegar a un acuerdo y de no alcan-
zarse el mismo en ese momento proseguirá la celebración del juicio.

D. Prejudicialidad penal y social CUIDADO

En ningún caso se sus-
penderá el procedimien-
to por seguirse causa cri-
minal sobre los hechos 
debatidos.

En ningún caso se suspenderá el procedimiento por seguirse causa 
criminal sobre los hechos debatidos.

En el supuesto de que fuese alegada por una de las partes la fal-
sedad de un documento que pueda ser de notoria influencia en el 
pleito, porque no pueda prescindirse de la resolución de la causa 
criminal para la debida decisión o condicione directamente el con-
tenido de ésta, continuará el acto de juicio hasta el final, y en el caso de que el juez o tribunal con-
sidere que el documento pudiera ser decisivo para resolver sobre el fondo del asunto, acordará la 
suspensión de las actuaciones posteriores y concederá un plazo de 8 días al interesado para que 
aporte el documento que acredite haber presentado la querella. La suspensión durará hasta que 
se dicte sentencia o auto de sobreseimiento en la causa criminal, hecho que deberá ser puesto 
en conocimiento del juez o tribunal por cualquiera de las partes.

Si cualquier otra cuestión prejudicial penal diera lugar a sentencia absolutoria por inexistencia 
del hecho o por no haber participado el sujeto en el mismo, quedará abierta contra la sentencia 
dictada por el juez o Sala de lo Social la vía de la revisión regulada en la LEC.

La tramitación de otro procedimiento ante el orden social no dará lugar a la suspensión del pro-
ceso salvo en los supuestos previstos en la presente Ley, sin perjuicio de los efectos propios de 
la litispendencia cuando se aprecie la concurrencia de dicha situación procesal. No obstante, a 
solicitud de ambas partes, podrá suspenderse el procedimiento hasta que recaiga resolución 
firme en otro procedimiento distinto, cuando en éste deba resolverse la que constituya objeto 
principal del primer proceso.
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E. Práctica de la prueba en el acto de juicio
IMPORTANTE

Se admitirán las prue-
bas que se formulen y 
puedan practicarse en 
el acto, respecto de los 
hechos sobre los que no 
hubiere conformidad sal-
vo en los casos en que  la 
materia objeto del pro-
ceso esté fuera del po-
der de disposición de los 
litigantes, siempre que 
aquéllas sean útiles y di-
rectamente pertinentes 
a lo que sea el objeto del 
juicio y a las alegaciones 
o motivos de oposición 
previamente formula-
dos por las partes en el 
trámite de ratificación o 
de contestación de la de-
manda. Podrán admitirse 
también aquellas que re-
quieran la traslación del 
juez o tribunal fuera del 
local de la audiencia, si 
se estimasen imprescin-
dibles. En este caso, se 
suspenderá el juicio por 
el tiempo estrictamente 
necesario.

Se admitirán las pruebas que se formulen y puedan practicarse en 
el acto, respecto de los hechos sobre los que no hubiere conformi-
dad salvo en los casos en que la materia objeto del proceso esté fue-
ra del poder de disposición de los litigantes, siempre que aquéllas 
sean útiles y directamente pertinentes a lo que sea el objeto del jui-
cio y a las alegaciones o motivos de oposición previamente formu-
lados por las partes en el trámite de ratificación o de contestación 
de la demanda. Podrán admitirse también aquellas que requieran 
la traslación del juez o tribunal fuera del local de la audiencia, si se 
estimasen imprescindibles. En este caso, se suspenderá el juicio por 
el tiempo estrictamente necesario.

El juez o tribunal resolverá sobre la pertinencia de las pruebas pro-
puestas y determinará la naturaleza y clase de medio de prueba de 
cada una de ellas según lo previsto en el art. 299 LEC y en la pre-
sente Ley. Asimismo resolverá sobre las posibles diligencias com-
plementarias o de adveración de las pruebas admitidas y sobre las 
preguntas que puedan formular las partes.

La parte proponente podrá hacer constar su protesta en el acto 
contra la inadmisión de cualquier medio de prueba, diligencia o 
pregunta, consignándose en el acta la pregunta o la prueba solici-
tada, la resolución denegatoria, la fundamentación razonada de la 
denegación y la protesta, todo a efectos del correspondiente recur-
so contra la sentencia.

Una vez comenzada la práctica de una prueba admitida, si renun-
ciase a ella la parte que la propuso, podrá el órgano judicial, sin ul-
terior recurso, acordar que continúe.

El órgano judicial podrá hacer, tanto a las partes como a los peritos y 
testigos, las preguntas que estime necesarias para el esclarecimien-
to de los hechos. Los litigantes y los defensores podrán ejercitar el 
mismo derecho.

El juez o tribunal, sin apartarse de las pretensiones y causa de pedir que expresen las partes en 
la demanda y contestación, podrá someter a las partes para alegaciones durante el juicio cuan-
tas cuestiones deban ser resueltas de oficio o resulten de la fundamentación jurídica aplicable, 
aun cuando hubiera sido alegada de modo incompleto o incorrecto. Igualmente podrá solicitar 
alegaciones sobre los posibles pronunciamientos derivados que por mandato legal, o por co-
nexión o consecuencia, resulten necesariamente de las pretensiones formuladas por las partes. 
Si el acto de juicio hubiere quedado concluso, la audiencia a este respecto se sustanciará por el 
plazo común de 3 días, mediante alegaciones escritas y preferiblemente por medio informático 
o telemático, siguiéndose el trámite del apartado 6 de este mismo artículo.

Practicada la prueba, las partes o sus defensores o representantes, en su caso, formularán oral-
mente sus conclusiones de un modo concreto y preciso, determinando en virtud del resultado de 
la prueba, de manera líquida y sin alterar los puntos fundamentales y los motivos de pedir invoca-
dos en la demanda o en la reconvención, si la hubiere, las cantidades que, por cualquier concepto, 
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sean objeto de petición de condena principal o subsidiaria; o bien, en su caso, formularán la solici-
tud concreta y precisa de las medidas con que puede ser satisfecha la pretensión ejercitada. Si las 
partes no lo hicieran en este trámite, el juez o tribunal deberá requerirles para que lo hagan, sin 
que en ningún caso pueda reservarse tal determinación para la ejecución de sentencia.

TOMA NOTA

Artículo 299 LEC Medios de 
prueba
1. Los medios de prueba de 

que se podrá hacer uso en 
juicio   son:

1º Interrogatorio de las 
partes.

2º Documentos públi-
cos.

3º Documentos priva-
dos.

4º Dictamen de peritos.

5º Reconocimiento judi-
cial.

6º Interrogatorio de tes-
tigos.

2. También se admitirán, 
conforme a lo dispuesto 
en esta Ley, los medios de 
reproducción de la pala-
bra, el sonido y la imagen, 
así como los instrumentos 
que permiten archivar 
y conocer o reproducir 
palabras, datos, cifras y 
operaciones matemáticas 
llevadas a cabo con fines 
contables o de otra clase, 
relevantes para el proce-
so.

3. Cuando por cualquier 
otro medio no expresa-
mente previsto en los 
apartados anteriores de 
este artículo pudiera ob-
tenerse certeza sobre  he-
chos  relevantes, el tribu-
nal, a instancia de parte,  
lo admitirá como prueba, 
adoptando las medidas 
que en cada caso resulten 
necesarias.

Si el órgano judicial no se considerase suficientemente ilustra-
do sobre las cuestiones de cualquier género objeto del deba-
te, concederá a ambas partes el tiempo que crea conveniente, 
para que informen o den explicaciones sobre los particulares 
que les designe.

Si las pruebas documentales o periciales practicadas resultasen 
de extraordinario volumen o complejidad, el juez o tribunal 
podrá conceder a las partes la posibilidad de efectuar sucintas 
conclusiones complementarias, por escrito y preferiblemente 
por medios telemáticos, sobre los particulares que indique, en 
relación exclusiva con dichos elementos de prueba, dentro de 
los 3 días siguientes, justificando haber efectuado previa remi-
sión a las demás partes comparecidas por los mismos medios. 
Durante el referido período, los documentos o pericias estarán 
a disposición de las partes en la oficina judicial y una vez trans-
currido, háyanse presentado o no alegaciones, se iniciará el pla-
zo para dictar sentencia.

F. Diligencias finales

Terminado el juicio, dentro del plazo para dictar sentencia, el 
juez o tribunal podrá acordar la práctica de cuantas pruebas es-
time necesarias, como diligencias finales, con intervención de 
las partes y en la forma establecida para las pruebas de su clase. 
En la misma Providencia se fijará el plazo dentro del cual haya de 
practicarse la prueba, que no excederá de 20 días, o se señalará 
comparecencia para la práctica de la misma y valoración por las 
partes del resultado. De no haber señalado comparecencia, el 
resultado de la diligencia final se pondrá de manifiesto durante 
3 días a las partes en la oficina judicial para alegaciones sobre su 
alcance e importancia, salvo que pueda darse traslado por vía 
telemática a los mismos fines y por igual plazo.

Transcurrido el plazo inicial de práctica sin haberse podido 
llevar a efecto, el órgano judicial dictará un nuevo proveído, fi-
jando nuevo plazo no superior a 10 días para la ejecución del 
acuerdo y librando las comunicaciones oportunas. Si dentro de 
éste tampoco se hubiera podido practicar la prueba, el juez o 
tribunal, previa audiencia de las partes, acordará que los autos 
queden definitivamente conclusos para sentencia.
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Si la diligencia consistiere en el interrogatorio de parte o en la aportación de algún documento 
por alguna de las partes y ésta no compareciese o no lo presentase sin causa justificada en el 
plazo fijado, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación 
con la prueba acordada.

G. Documentación del acto de juicio

El desarrollo de las sesiones del juicio oral se registrará en soporte apto para la grabación y repro-
ducción del sonido y de la imagen. El Letrado de la Administración de Justicia deberá custodiar el 
documento electrónico que sirva de soporte a la grabación. Las partes podrán pedir, a su costa, 
copia de las grabaciones originales.

Siempre que se cuente con los medios tecnológicos necesarios, el Letrado de la Administración 
de Justicia garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido mediante la 
utilización de la firma electrónica reconocida u otro sistema de seguridad que conforme a la ley 
ofrezca tales garantías. En este caso, la celebración del acto no requerirá la presencia en la Sala 
del Letrado de la Administración de Justicia salvo que lo hubieran solicitado las partes, al menos 
2 días antes de la celebración de la vista, o que excepcionalmente lo considere necesario el Letra-
do de la Administración de Justicia, atendiendo a la complejidad del asunto, al número y natura-
leza de las pruebas a practicar, al número de intervinientes, a la posibilidad de que se produzcan 
incidencias que no pudieran registrarse, o a la concurrencia de otras circunstancias igualmente 
excepcionales que lo justifiquen, supuesto en el cual el Letrado de la Administración de Justicia 
extenderá acta sucinta en los términos previstos en el apartado siguiente.

Si los mecanismos de garantía previstos en el apartado anterior no se pudiesen utilizar, el Letrado 
de la Administración de Justicia deberá consignar en el acta, al menos, los siguientes datos: lugar 
y fecha de celebración, juez o tribunal que preside el acto, peticiones y propuestas de las partes, 
medios de prueba propuestos por ellas, declaración de su pertinencia o impertinencia, resolu-
ciones que adopte el juez o tribunal, así como las circunstancias e incidencias que no pudieran 
constar en aquel soporte.

Cuando los medios de registro previstos en este artículo no se pudiesen utilizar por cualquier 
causa, el Letrado de la Administración de Justicia extenderá acta de cada sesión, en la que se 
hará constar:

a) Lugar, fecha, juez o tribunal que preside el acto, partes comparecientes, representantes y 
defensores que les asisten.

b) Breve resumen de las alegaciones de las partes, medios de prueba propuestos por ellas, 
declaración expresa de su pertinencia o impertinencia, razones de la negación y protesta, 
en su caso.

c) En cuanto a las pruebas admitidas y practicadas:

1º Resumen suficiente de las de interrogatorio de parte y de testigos.

2º Relación circunstanciada de los documentos presentados, o datos suficientes que per-
mitan identificarlos, en el caso de que su excesivo número haga desaconsejable la 
citada relación.

3º Relación de las incidencias planteadas en el juicio respecto a la prueba documental.
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4º Resumen suficiente de los informes periciales, así como también de la resolución del 
juez o tribunal en torno a las recusaciones propuestas de los peritos.

5º Resumen de las declaraciones de los asesores, en el caso de que el dictamen de éstos 
no haya sido elaborado por escrito e incorporado a los autos.

d) Conclusiones y peticiones concretas formuladas por las partes; en caso de que fueran de 
condena a cantidad, deberán expresarse en el acta las cantidades que fueran objeto de ella.

e) Declaración hecha por el juez o tribunal de conclusión de los autos, mandando traerlos a 
la vista para sentencia.

El acta prevista en los apartados 3 y 4 de este artículo se extenderá por procedimientos informá-
ticos, sin que pueda ser manuscrita más que en las ocasiones en que la Sala o el lugar en que se 
esté celebrando la actuación carecieran de medios informáticos. El Letrado de la Administración 
de Justicia resolverá, sin ulterior recurso, cualquier observación que se hiciera sobre el contenido 
del acta. El acta será firmada por el juez o tribunal en unión de las partes o de sus representantes 
o defensores y de los peritos, haciendo constar si alguno de ellos no firma por no poder, no que-
rer hacerlo o no estar presente, firmándola por último el Letrado de la Administración de Justicia.

Del acta del juicio deberá entregarse copia a quienes hayan sido partes en el proceso, si lo solicitaren.

La acreditación de la identidad de las partes y de su representación procesal se efectuará ante el 
Letrado de la Administración de Justicia en la comparecencia de conciliación, o de no ser precep-
tiva la misma, mediante diligencia.

3. RECURSOS: DE SUPLICACIÓN Y DE CASACIÓN PARA LA 
UNIFICACIÓN DE DOCTRINA; DISPOSICIONES COMUNES A 
AMBOS RECURSOS

Libro Tercero. “De los medios de impugnación”:

- Título II. Del recurso de suplicación (190 a 204)

- Título IV. Del recurso de casación para la unificación de doctrina (art. 218 a 228)

- Título V. De las disposiciones comunes a los recursos de suplicación y casación (229 a 235)

3.1. DEL RECURSO DE SUPLICACIÓN

A. Competencia (art. 190 LRJS)

Las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán de los recursos de supli-
cación que se interpongan contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de lo Social de su 
circunscripción, así como contra los autos y sentencias que puedan dictar los Jueces de lo Mer-
cantil que se encuentren en su circunscripción y que afecten al derecho laboral.

Procederá dicho recurso contra las resoluciones que se determinan en la LRJS y por los motivos 
que en ella se establecen.
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B. Ámbito de aplicación (art. 191 LRJS)
RECUERDA

Las Salas de lo Social de 
los Tribunales Superiores 
de Justicia conocerán de 
los recursos de suplica-
ción que se interpongan 
contra las resoluciones 
dictadas por los Juzgados 
de lo Social de su circuns-
cripción, así como contra 
los autos y sentencias que 
puedan dictar los Jueces 
de lo Mercantil que se 
encuentren en su circuns-
cripción y que afecten al 
derecho laboral.

a. Positivo

Son recurribles en suplicación las sentencias que dicten los Juzga-
dos de lo Social en los procesos que ante ellos se tramiten, cualquie-
ra que sea la naturaleza del asunto, salvo cuando la LRJS disponga 
lo contrario.

Procederá en todo caso la suplicación:

a) En procesos por despido o extinción del contrato, salvo en 
los procesos por despido colectivo impugnados por los re-
presentantes de los trabajadores.

b) En reclamaciones, acumuladas o no, cuando la cuestión deba-
tida afecte a todos o a un gran número de trabajadores o de 
beneficiarios de la Seguridad Social, siempre que tal circuns-
tancia de afectación general fuera notoria o haya sido alegada 
y probada en juicio o posea claramente un contenido de ge-
neralidad no puesto en duda por ninguna de las partes.

c) En los procesos que versen sobre reconocimiento o denegación del derecho a obtener 
prestaciones de Seguridad Social, así como sobre el grado de incapacidad permanente 
aplicable.

d) Cuando el recurso tenga por objeto subsanar una falta esencial del procedimiento o la 
omisión del intento de conciliación o de mediación obligatoria previa, siempre que se 
haya formulado la protesta en tiempo y forma y hayan producido indefensión. Si el fondo 
del asunto no estuviera comprendido dentro de los límites de la suplicación, la sentencia 
resolverá sólo sobre el defecto procesal invocado.

e) Contra las sentencias que decidan sobre la falta de jurisdicción por razón de la materia o 
de competencia territorial o funcional. Si el fondo del asunto no estuviera comprendido 
dentro de los límites de la suplicación la sentencia, resolverá sólo sobre la jurisdicción o 
competencia.

f ) Contra las sentencias dictadas en materias de conflictos colectivos, impugnación de con-
venios colectivos, impugnación de los estatutos de los sindicatos, procedimientos de ofi-
cio y tutela de derechos fundamentales y libertades públicas.

g) Contra las sentencias dictadas en procesos de impugnación de actos administrativos en 
materia laboral no comprendidos en los apartados anteriores, cuando no sean suscepti-
bles de valoración económica o cuando la cuantía litigiosa exceda de dieciocho mil euros.

Podrá interponerse recurso de suplicación contra las siguientes resoluciones:

a) Los autos que resuelvan el recurso de reposición interpuesto contra la resolución en que 
el órgano jurisdiccional, antes del acto del juicio, declare la falta de jurisdicción o de com-
petencia por razón de la materia, de la función o del territorio.

b) Los autos y sentencias que se dicten por los Juzgados de lo Mercantil en el proceso con-
cursal en cuestiones de carácter laboral. En dichas resoluciones deberán consignarse ex-
presamente y por separado, los hechos que se estimen probados.
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c) Los autos que resuelvan el recurso de reposición, o en su caso de revisión, interpuesto 
contra la resolución que disponga la terminación anticipada del proceso en los siguientes 
supuestos:

1º Satisfacción extraprocesal o pérdida sobrevenida de objeto.

2º Falta de subsanación de los defectos advertidos en la demanda no imputable a la par-
te o a su representación procesal o incomparecencia injustificada a los actos de con-
ciliación y juicio, siempre que, por caducidad de la acción o de la instancia o por otra 
causa legal, no fuera jurídicamente posible su reproducción ulterior.

d) Los autos que decidan el recurso de reposición interpuesto contra los que dicten los Juz-
gados de lo Social y los autos que decidan el recurso de revisión interpuesto contra los 
decretos del Letrado de la Administración de Justicia, dictados unos y otros en ejecución 
definitiva de sentencia u otros títulos, siempre que la sentencia hubiere sido recurrible en 
suplicación o que, de tratarse de ejecución derivada de otro título, haya recaído en asunto 
en el que, de haber dado lugar a sentencia, la misma hubiere sido recurrible en suplica-
ción, en los siguientes supuestos:

1º Cuando denieguen el despacho de ejecución.

2º Cuando resuelvan puntos sustanciales no controvertidos en el pleito, no decididos en 
la sentencia o que contradigan lo ejecutoriado.

3º Cuando pongan fin al procedimiento incidental en la ejecución decidiendo cuestiones 
sustanciales no resueltas o no contenidas en el título ejecutivo.

4º En los mismos casos, procederá también recurso de suplicación en ejecución provisio-
nal si se hubieran excedido materialmente los límites de la misma o se hubiera decla-
rado la falta de jurisdicción o competencia del orden social.

b. Negativo

No procederá recurso de suplicación en los procesos relativos a las siguientes materias:

a) Impugnación de sanción por falta que no sea muy grave, así como por falta muy grave no 
confirmada judicialmente.

b) Procesos relativos a la fecha de disfrute de las vacaciones.

c) Materia electoral, salvo en el caso del art. 136 LRJS (es decir: en el caso de las resoluciones 
de la oficina pública dependiente de la autoridad administrativa o laboral relativas a la 
expedición de certificaciones de la capacidad representativa de los sindicatos o de los 
resultados electorales).

d) Procesos de clasificación profesional, salvo en el caso previsto en el art. 137.3 LRJS (es 
decir: en el caso de acumularse la reclamación de las diferencias salariales correspondien-
tes, cuando las diferencias salariales reclamadas alcancen la cuantía requerida para este 
recurso de suplicación: Mas de 3000 €).

e) Procesos de:

- Movilidad geográfica distintos de los previstos en el art. 40.2 del ET (es decir salvo 
cuando afecte a la totalidad del centro de trabajo, siempre que éste ocupe a más de 5 
trabajadores; o cuando, sin afectar a la totalidad del centro de trabajo, en un período 
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de 90 días comprenda a un número de trabajadores de, al menos: 10 trabajadores, en 
las empresas que ocupen menos de 100; el 10% en aquellas que ocupen entre 100 y 
300; o 30 en las que ocupen más de 300).

- Modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, salvo cuando tengan carácter 
colectivo de conformidad con el art. 41.2 del ET.

- Cambio de puesto o movilidad funcional, salvo cuando fuera posible acumular a estos 
otra acción susceptible de recurso de suplicación.

- Suspensiones y reducciones de jornada previstas en el art. 47 del ET que afecten a un 
número de trabajadores inferior a los umbrales previstos en el art. 51.1 del ET (es decir, 
inferior a: 10 trabajadores, en las empresas que ocupen menos de 100 trabajadores; el 
10% en aquéllas que ocupen entre 100 y 300; y 30 en las que ocupen más de 300).

f ) Procedimientos relativos a los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y labo-
ral reconocidos legal o convencionalmente, salvo cuando se haya acumulado pretensión 
de resarcimiento de daños y perjuicios que por su cuantía pudiera dar lugar a recurso de 
suplicación.

g) Reclamaciones cuya cuantía litigiosa no exceda de 3.000 euros. Tampoco procederá re-
curso en procesos de impugnación de alta médica cualquiera que sea la cuantía de las 
prestaciones de incapacidad temporal que viniere percibiendo el trabajador.

C. Determinación de la cuantía del proceso y acumulación de acciones 
(art. 192)

Si fuesen varios los demandantes o algún demandado reconviniese, la cuantía litigiosa a efectos 
de la procedencia o no del recurso, la determinará la reclamación cuantitativa mayor sin intereses 
ni recargos por mora.

Si el actor formulase varias pretensiones y reclamare cantidad por cada una de ellas, se sumarán 
todas para establecer la cuantía.

Cuando en un mismo proceso se ejerciten una o más acciones acumuladas de las que solamente 
alguna sea recurrible en suplicación, procederá igualmente dicho recurso, salvo expresa dispo-
sición en contrario.

Cuando la reclamación verse sobre prestaciones económicas periódicas de cualquier naturaleza 
o diferencias sobre ellas, la cuantía litigiosa a efectos de recurso vendrá determinada por el im-
porte de la prestación básica o de las diferencias reclamadas, ambas en cómputo anual, sin tener 
en cuenta las actualizaciones o mejoras que pudieran serle aplicables, ni los intereses o recargos 
por mora. La misma regla se aplicará a las reclamaciones de reconocimiento de derechos, siem-
pre que tengan traducción económica.

En impugnación de actos administrativos en materia laboral y de Seguridad Social se atenderá, a 
efectos de recurso, al contenido económico de la pretensión o del acto objeto del proceso cuan-
do sea susceptible de tal valoración y, en su caso, en cómputo anual.

Cuando se pretenda el reconocimiento de un derecho o situación jurídica individualizada, la 
cuantía vendrá determinada por el valor económico de lo reclamado o, en su caso, por la diferen-
cia respecto de lo previamente reconocido en vía administrativa.


